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Procede la Sala Unitaria a resolver el recurso de reposición interpuesto 

por la vocera judicial que representa a la demandante, en contra de la 

decisión de declarar desierto el recurso de apelación interpuesto por la 

misma en contra de la sentencia proferida en primera instancia, en los 

siguientes términos: 

 

 

1.0.  A N T E C E D E N T E S. 

 

 

Mediante providencia del 24 de agosto de 2021, se admitió en el efecto 

suspensivo el recurso de apelación impetrado por la togada que asiste los 

intereses de la señora demandante en contra de la sentencia dictada por el 

JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN, al interior del proceso de la referencia, indicándose que se 

observaría el trámite previsto en los artículos 9 y 14 del Decreto 806 de 

2020, por haberse promovido el recurso en vigencia de esta normatividad 
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(03ADMITE APELACIÓN DTE). 

 

Conforme a la constancia del 14 de septiembre de 2021, dicha providencia 

fue notificada por estados 150 del 25 de agosto del mismo año, y el término 

para sustentar se venció el seis de septiembre de esa anualidad, sin 

pronunciamiento alguno (06IngresoAlDespacho140921-1). 

 

Por tanto, mediante providencia del uno de octubre de 2021, se declaró 

desierta la alzada, por no haberse sustentando dentro del término 

legalmente concedido para tal efecto 

(07Desierto211001Recurso010201904621). 

 

Dentro del término de ejecutoria del citado proveído, la apoderada de la 

demandante recurrió horizontalmente la decisión adoptada en el mismo, 

indicando que dentro de los tres días siguientes a la fecha de la concesión 

del recurso, conforme a lo contemplado en el artículo 322 y s.s. del C.G 

del P., había presentado escrito referenciado “REPAROS SOBRE LA 

SENTENCIA RECURRIDA PROFERIDA EL 5 DE NOVIEMBRE DE 

2020”; sin embargo, afirmó que del mismo se desprendía que contiene en 

su integralidad la sustentación del recurso de apelación 

(11.RecursodeReposición). 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

La regla 3ª del canon 322 del Código General del Proceso reza: 
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“En el caso de la apelación de autos, el apelante deberá sustentar 

el recurso ante el juez que dictó la providencia, dentro de los tres 

(3) días siguientes a su notificación, o a la del auto que niega la 

reposición. Sin embargo, cuando la decisión apelada haya sido 

pronunciada en una audiencia o diligencia, el recurso podrá 

sustentarse al momento de su interposición. Resuelta la reposición 

y concedida la apelación, el apelante, si lo considera necesario, 

podrá agregar nuevos argumentos a su impugnación, dentro del 

plazo señalado en este numeral. 

Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de 

interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en 

ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la 

notificación de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, 

deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le 

hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que 

hará ante el superior. 

Para la sustentación del recurso será suficiente que el recurrente 

exprese las razones de su inconformidad con la providencia 

apelada. 

Si el apelante de un auto no sustenta el recurso en debida forma y 

de manera oportuna, el juez de primera instancia lo declarará 

desierto. La misma decisión adoptará cuando no se precisen los 

reparos a la sentencia apelada, en la forma prevista en este numeral. 

El juez de segunda instancia declarara desierto el recurso de 

apelación contra una sentencia que no hubiere sido sustentado. 

(Subrayas y negrillas intencionales).  

 

Para realizar la sustentación ante el superior, el legislador estableció en 

el inciso 2° del artículo 327 del citado compendio: 
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“Ejecutoriado el auto que admite la apelación, el juez convocará a 

la audiencia de sustentación y fallo.  Si decreta pruebas, estas se 

practicarán en la misma audiencia, y a continuación se oirán las 

alegaciones de las partes y se dictará sentencia de conformidad con 

la regla general prevista en este Código.” 

 

Sin embargo, debido a la pandemia se expidió el Decreto 806 de 2020, 

que inició a regir a partir del cuatro de junio de 2020, y que en su inciso 

3° del artículo 14 estatuye: 

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la 

solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más 

tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se 

correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. 

Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se 

notificará por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se 

declarará desierto.”. 

 

Con relación a la sustentación del recurso de apelación en segunda 

instancia y al trámite de este, ante la entrada en vigor del Decreto 806 de 

2020, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia del 19 de mayo de 2021, radicado STC5569-2021, MP. 

AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO, expuso:  

 

“Así mismo, más recientemente, en un asunto en el que se disertó, 

específicamente, respecto a las diferencias latentes en el trámite de 

la alzada en la escrituralidad validada por el Código de 

Procedimiento Civil en contraposición con la oralidad que gobierna 

el Código General del Proceso, que mutatis mutandis resulta 
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aplicable al presente caso, en tanto que, como quedó dicho, lo 

dispuesto en el decreto 806 de 2020, por lo menos en cuanto al 

decurso y definición de la apelación en materia civil y de familia, es 

el retorno al mentado sistema escritural; esta Corte sostuvo que:  

  

…En ambas legislaciones (Código de Procedimiento Civil y Código 

General del Proceso) se tipifica la “deserción del recurso de 

apelación”, sólo que no necesariamente los supuestos que dan lugar 

a ella en una y otra reglamentación son concordantes. En lo que 

ahora capta la atención, es preciso advertir que el parágrafo 1º del 

artículo 352 del Decreto 1400 de 1970 indicaba que el “apelante 

deberá sustentar el recurso ante el Juez o Tribunal que deba 

resolverlo, a más tardar dentro de la oportunidad establecida en los 

artículos 359 y 360, so pena de que se declare desierto. Para la 

sustentación del recurso, será suficiente que el recurrente exprese, 

en forma concreta, las razones de su inconformidad con la 

providencia”.  

  

En cambio, el artículo 327 de la Ley 1564 de 2012 dispone que 

ejecutoriado “el auto que admite la apelación, el Juez convocará a 

la audiencia de sustentación y fallo (…) El apelante deberá sujetar 

su alegación a desarrollar los argumentos expuestos ante el Juez de 

primera instancia”.   

  

Una de las notables divergencias que de allí brotan estriba en que, 

en el pasado régimen la “sustentación” no constaba de un único 

momento para desarrollarse, sino que el inconforme podía hacerlo 

en cualquiera de las instancias desde que interponía la opugnación 

hasta que transcurrieran los 5 días que ordenaba el canon 360 

ejúsdem, lo que constituía el límite. Mientras que en la hora actual 
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esa fase es de obligado agotamiento en la diligencia del art. 327 del 

Código General del Proceso, esto es, ni antes ni después, eso sí, 

previa precisión de los reparos concretos que se le hacen a la 

decisión, ante el a quo.  

 

De modo que, en resumen, la “deserción” en vigencia del Código 

de Procedimiento Civil estaba permitida cuando el discrepante 

desaprovechaba las varias oportunidades en que ha debido 

exponer los motivos de oposición, y en el Código General del 

Proceso lo está siempre que no concurra al “acto” concebido para 

ese designio, o asiste pero no “desarrolla los argumentos expuestos 

ante el Juez de primera instancia”. Luego, aunque aparentemente 

puedan evidenciar algunas similitudes, los tratamientos en ambos 

sistemas no son iguales.   

 

La predominancia de la escrituralidad que hasta hace poco imperó, 

y la de oralidad que empieza a hacerlo, es pieza toral cuando de 

averiguar el funcionamiento del “trámite de apelación de 

sentencias” se trata. Y no es para menos, porque como antes tenía 

mayor valor lo documentado, ese era el canal que utilizaban los 

“recurrentes” para comunicar la réplica frente a una providencia 

que les desfavorecía y, por ello, estaban autorizados para hacerlo 

en alguno de  los varios instantes prenotados, y la cuestión no tenía 

mayores implicaciones (daba igual sustentar ante el a quo o ante el 

ad quem), lo que en los tiempos que corren no se mira con la misma 

lupa porque claramente la incursión de la prevalencia de la palabra 

hablada supone que sea éste nuevo método el que deba emplearse 

para el referido fin (sustentar), laborío que implica concentrar todas 

las intervenciones (apelante, no apelante y fallador) en un solo 

“acto”; de allí que la mentada “diligencia” de “sustentación y 

fallo” sea la única oportunidad para lograrlo, tal como 
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mayoritariamente lo ha sostenido esta Corporación1 (se destacó - 

CSJ STC3969-2018, 21 mar., rad. 00668-00).  

 

En ese orden, de lo evidenciado claramente se desprende que el 

soporte para, en vigencia del Código General del Proceso, declarar 

desierta la apelación cuando la parte recurrente deja de asistir ante 

el ad-quem a sustentarla, tiene fundamento exclusivo en el sistema 

de oralidad que gobierna el comentado estatuto (criterio respaldado 

por la Corte Constitucional en SU-418/19), al devenir improbable 

la sustitución de las intervenciones orales por escritas; sin que, por 

obvios motivos, tal razonamiento tenga cabida cuando en el rito 

respectivo prevalece lo escritural, como sucede con la vigencia del 

decreto 806 de 2020, al estarse aquí frente a una formalidad 

innecesaria en caso de haberse sustentado desde la primera 

instancia, merced a que esta última norma, insístase, no busca velar 

por la oralidad.” 

 

Posteriormente, al resolver la acción de tutela interpuesta contra la 

decisión del DR. CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA, de declarar 

desierto el recurso de apelación por no haberse sustentado ante el Tribunal 

Superior, la Sala Civil Corte Suprema de Justicia en sentencia STC16781-

2021, del siete de diciembre de 2021, dentro del radicado 

11001020300020210011-00, en ponencia presentada por el Magistrado 

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO, sostuvo:  

 

“4.4. De este modo, cierto es que el cambio de la realidad que trajo 

la emergencia sanitaria conllevó que se abandonara, 

momentáneamente, la necesidad de sustentar oralmente el recurso 

de apelación, para ser suplida por el sistema de antaño, esto es, que 

las inconformidades de los apelantes contra las providencias 
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judiciales se formularan por escrito y así proteger bienes tan 

trascendentales como la vida y la salud de los usuarios y 

funcionarios de la justicia. 

 

No obstante, aquí es pertinente hacer claridad en algo, y es que la 

exigencia de exponer de manera oral los reproches frente a los 

pronunciamientos judiciales no ha desaparecido, pues, se reitera, las 

medidas tomadas por el Gobierno Nacional son temporales debido a 

la emergencia sanitaria, además, por motivos de salubridad pública, 

la oralidad actualmente no es indispensable, por eso es que, por 

ahora los recurrentes deben presentar sus disensos de manera 

escrita. 

 

4.5. Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 de 

2020, si desde el umbral de la interposición de la alzada el recurrente 

expone de manera completa los reparos por los que está en 

desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que el 

superior exija la sustentación de la impugnación, de lo contrario, si 

los reproches realizados apenas son enunciativos, desde luego, el 

juez deberá ordenar el agotamiento de esa formalidad, conforme lo 

previsto en la normatividad señalada. Rad. n.° 11001-02-03-000-

2021-04411-00 

 

4.6. Además, es forzoso precisar, en cuanto a la sentencia SC3148-

2021 emitida por esta Corte el 28 de julio de 2021, que esta 

Corporación, en sede de tutela, ya ha explicado que lo allí expuesto, 

en torno a la obligatoriedad de sustentar la alzada ante el superior, 

atañe a lo reglado en el Código General del Proceso, empero, no de 

cara a la legislación actual, expedida con ocasión de la Emergencia 

Sanitaria, al punto, recientemente se advirtió: «cabe añadir, que las 

consideraciones efectuadas por esta Sala en el fallo de 28 de julio de 

2021 (CSJ SC3148-2021), respecto al trámite de la apelación de 
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sentencias, tampoco resultan aplicables al sub lite, comoquiera que 

en dicha providencia se examinaron las reglas fijadas en el Código 

General del Proceso bajo el sistema de la oralidad, razón por la cual 

en ese mismo pronunciamiento se precisó que la tesis allí expuesta 

se sostenía, «sin perjuicio, claro está, de la vigencia del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, mediante el cual se estableció la 

sustentación escrita de la apelación (…), norma no aplicable en este 

caso» (CSJ STC11797- 2021).  

 

Y, en pronunciamiento de 7 de octubre de 2021, sobre el mismo 

tópico, señaló: en lo que respecta a la sentencia SC3148- 2021 

proferida por esta Corporación, sobre la cual el a quo constitucional 

fundó su decisión, valga decir que la unificación jurisprudencial allí 

contenida atañe al trámite de apelación bajo las reglas del Código 

General del Proceso donde impera la oralidad y no respecto de la 

legislación adjetiva actual derivada de la emergencia sanitaria, pues 

como en esa oportunidad bien se dijo: ‘En tiempo muy próximo, de 

forma unánime, la Sala reiteró su postura en los fallos STC 005, STC 

368, STC 713, STC 882, STC 1738, STC 2846, STC 2963 STC 3179 

y STC 387 todos del presente año (2021), sin perjuicio, claro está, 

de la vigencia del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, mediante el 

cual se estableció la sustentación escrita de la apelación, 

modificación adoptada como medida de emergencia para ayudar a 

conjurar la crisis generada por la pandemia provocada por el virus 

covid-19, norma no aplicable en este caso’» (CSJ STC13326-2021). 

 

“…” “…” 

 

En esas condiciones, no puede desconocerse, entonces, que erró el 

Tribunal accionado al declarar la deserción de la alzada propuesta 

por las demandantes, acá interesadas, por ausencia de sustentación, 

dado que desde la interposición de dicho medio aquéllas expusieron 
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con detalle las razones por las cuales disentían de la sentencia de 

primera instancia proferida dentro del asunto objeto de revisión 

constitucional; y como ese escrito se hallaba dentro del expediente, 

la Corporación criticada pudo tener por agotada la sustentación de 

la apelación, y de esta manera, dar prelación al derecho sustancial 

sobre las formas, por virtud del principio de economía procesal” 

 

 

Frente a esta decisión, adoptada por seis (6) Magistrados, efectuó 

salvamento de voto la doctora HILDA GONZÁLEZ NEIRA. 

 

Posteriormente, en otra acción de tutela interpuesta también contra la 

declaración de deserción que hizo el DR. CARLOS ARTURO GUERRA 

HIGUITA, donde inicialmente la SALA CIVIL DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA, había otorgado el amparo, fincada en los 

argumentos antes transcritos, surtida la impugnación ante la SALA 

LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, fue revocada la 

protección, por considerar que la posición jurídica sostenida por el 

Magistrado al declarar desierto el recurso, no era arbitraria ni caprichosa, 

sino que por el contrario obedecía a un juicioso análisis del tema 

(Sentencia  STL3280-2022, de marzo nueve de 2022, M.P. Fernando 

Castillo Cadena). Para el efecto adujo: 
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Conforme al anterior recuento jurisprudencial, existen dos posiciones 

jurídicas diferentes, la primera, sostenida por la mayoría de la Sala Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, según la cual si la sustentación se hizo en 

debida forma en primera instancia, mientras dure la situación excepcional 
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de la pandemia, no habrá necesidad de sustentar ante el Tribunal; y, la 

segunda, sostenida por las doctoras HILDA GONZÁLEZ NEIRA y 

MARTHA PATRICIA GUZMÁN ÁLVAREZ, que efectúan salvamento 

de voto, en la Sala Civil y  unánimemente por la Sala Laboral de la misma 

Corporación, como superior funcional de la Sala Civil en materia de 

tutelas, donde se indica que la sustentación de la apelación debe efectuarse 

ante el Tribunal como juez de segunda instancia. 

 

De contera que, siendo ambas posiciones jurídicamente posibles, 

dependerá de cada fallador adoptar con serios argumentos alguna de ellas, 

en ejercicio del principio de la autonomía judicial, que es de rango 

constitucional, conforme lo prescribe el art. 228 de nuestra Carta Magna. 

 

 

3.0.   C A S O  C O N C R E T O. 

 

 

Para efectos de desatar el recurso de reposición, debemos precisar la 

existencia de diferentes momentos que tienen incidencia en el trámite de 

la segunda instancia: 

 

1. De acuerdo con el Código General del Proceso, la sustentación del 

recurso de apelación debía hacerse en audiencia pública, en la cual 

luego de escuchar a las partes se proferiría sentencia.  

 

2. El cuatro de junio de 2020, empieza a regir el Decreto 806 de 2020, 

que considerando la situación excepcional de la pandemia por el 

COVID 19, permitió que tanto la sustentación de la apelación, los 
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alegatos de la contraparte y la sentencia de segunda instancia se 

tramitaran por escrito. 

 

3. Desde el cuatro de junio de 2020 hasta el 30 de noviembre de 2020, 

dentro de la SALA SEGUNDA CIVIL DE DECISIÓN que 

conformaba con los Magistrados LUIS ENRIQUE GIL MARÍN y 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA, sostuve que la 

sustentación y la sentencia debía hacerse oralmente, en aquellos 

procesos que habían ingresado a despacho para sentencia antes de 

la vigencia del Decreto 806 de 2020.  

 

4. El uno de diciembre de 2020, asumió el cargo el DR. CARLOS 

ARTURO GUERRA HIGUITA, en provisionalidad, siéndole 

repartido el presente asunto el dos de marzo de 2021, por lo que en 

proveído del 24 de agosto del mismo año, admitió la apelación a la 

sentencia y decidió dar aplicación al Decreto 806 de 2020, 

ordenando dar traslado al apelante por el término de cinco (5) días 

para que sustentara la apelación. Como así no lo hizo, el uno de 

octubre de 2021, declaró desierto el recurso de apelación. Frente a 

tal decisión la apelante interpuso recurso de reposición, que luego 

del traslado correspondiente, entró a despacho para ser resuelto el 

25 de octubre de 2021. 

 

5. Para el uno de diciembre de 2021, nos reintegramos al cargo, 

encontrando que, para esa fecha, la SALA CIVIL DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA, por vía de tutela, había dejado sin 

efecto las decisiones del DR. CARLOS ARTURO GUERRA 

HIGUITA, relativas a la declaración de deserción del recurso de 
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apelación, en otros procesos, con los argumentos expuestos en el 

acápite anterior. 

 

Elucidados estos aspectos, debemos explicar las razones que nos llevaron 

a recoger nuestra posición frente a la aplicación del Decreto 806 de 202 y 

cuál de las dos (2) posiciones jurisprudenciales respecto a la sustentación 

del recurso, hemos decidido aplicar hasta tanto mantengan vigencia las 

regulaciones especiales expedidas por la pandemia. Veamos:  

 

 

3.1.   DEL CAMBIO DE POSICIÓN PARA QUE LA 

SUSTENTACIÓN SE HAGA POR ESCRITO Y NO EN 

AUDIENCIA. 

 

 

Desde la expedición del Decreto 806 de 2020, y hasta el uno (1) de 

diciembre de 2020, sostuve en la Sala de Decisión que conformaba con la 

DRA. MARTHA CECILIA LEMA VILLADA y el DR. LUIS ENRIQUE 

GIL MARÍN, que los procesos verbales en los cuáles se había admitido el 

recurso de apelación con anterioridad al cuatro (4) de junio de 2020, debían 

tramitarse bajo la cuerda oral, o sea, que la sustentación del recurso de 

apelación y la sentencia debían desarrollarse dentro de audiencia pública. 

Para el efecto adujimos: 

 

1. El Decreto 806 de 2020, no estableció una aplicación retroactiva y 

todos los argumentos que expone en las consideraciones son para 

justificar que del cinco de junio en adelante la segunda instancia se 
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hará escritural en su totalidad, o sea sustentación, alegatos y 

sentencia. No es cierto que el artículo 14 del Decreto 806, 

modificara las reglas de aplicación de la ley procesal en el tiempo 

introducidas desde la Ley 153 de 1887 y todo lo que explica sobre 

la salud y los problemas de las audiencias virtuales para las partes, 

va en contravía del Decreto 806, que propugna por la utilización de 

los medios tecnológicos y en especial las audiencias virtuales. De 

hecho, estipula que si la audiencia no se puede hacer virtual previa 

justificación del juez deberá hacerse presencialmente. 

 

2. El artículo 624 del Código General del Proceso, que mantuvo en 

esencia el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, precisándolo, no fue 

tocado, ni expresa, ni tácitamente por el Decreto 806, que no solo 

reguló el área civil, sino también tocó las áreas de laboral, familia y 

contenciosa administrativa. Por ende, si el recurso fue admitido en 

vigencia del Código General del Proceso, la segunda instancia 

deberá rituarse conforme al artículo 327, fijándose audiencia de 

sustentación y fallo. 

 

3. El hecho de que el artículo 14 del Decreto 806, exija que cuando se 

decreten pruebas en la segunda instancia las mismas deberán 

practicarse en audiencia, evacuándose dentro de la misma la 

sustentación, las alegaciones de la contraparte y la sentencia, 

demuestran que la oralidad prevalece en el trámite de la segunda 

instancia y la escrituralidad es la excepción. 

 

4. La invocación de los argumentos expuestos en la parte motiva del 

Decreto 806, precisamente pretenden permitir que en los próximos 
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dos (2) años, contados a partir del cinco de junio de 2020, se evacúen 

todos los procesos que estaban represados por la suspensión de 

términos que levantaron inicialmente desde el uno de julio de 2020. 

O sea, conjura la consecuencia de la pandemia y busca evitar hacia 

el futuro que se tengan que suspender los términos en los procesos, 

ante la imposibilidad de las partes, los apoderados y los jueces a 

comparecer a las audiencias de manera presencial, regula el futuro, 

no el pasado. 

 

5. El adoptar la escrituralidad para la sustentación, alegatos y sentencia 

en la segunda instancia, no obedeció a la pandemia, sino que se 

había planteado desde hace varios años, ante las dificultades 

operacionales de los Tribunales Superiores, que demandaban la 

intervención de los tres magistrados que conforman la Sala de 

Decisión en las audiencias, así como el proferimiento de la sentencia 

en audiencia, lo que resta celeridad y eficacia a la segunda instancia. 

En materia penal, la segunda instancia fue modificada, para que las 

alegaciones se hagan por escrito y un solo magistrado efectúe la 

lectura del fallo. Lo que hizo el Presidente de la República en uso 

de sus facultades extraordinarias fue introducir una reforma al 

Código General del Proceso, que estaba en mora de hacer y qué sino 

hubiese sido por la emergencia económica y social hubiera tenido 

que someter a trámite ordinario ante el Congreso. Surge entonces 

con más fuerza la aplicación de la ley procesal en el tiempo, de 

acuerdo con la etapa en que se está surtiendo. 

 

6. En cuanto a que se utilice la posibilidad de la sentencia anticipada 

consagrada en el artículo 278 del Código General del Proceso, nos 
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preocupa que en el Decreto 806, no se hubiera referido a ella en 

materia civil, sino solamente en el Contencioso Administrativo y allí 

exigió expresamente en el artículo 13 que antes de dictarla se diera 

a las partes la posibilidad de presentar alegaciones bien fuera 

oralmente dentro de la audiencia o por escrito. De otro lado, en mi 

sentir la sentencia anticipada en segunda instancia debe seguir la 

norma general del artículo 327 del Código General del Proceso, 

porque si se profiere por escrito sin dar oportunidad a las partes de 

sustentar el recurso de apelación o descorrer su traslado, se incurriría 

en la nulidad del numeral sexto del artículo 13 del Código General 

del Proceso, que, aunque es saneable, no puede ser patrocinada por 

el juez o magistrado, so pretexto de proferir una sentencia escrita. 

La única opción sería que las partes pidieran la sentencia anticipada 

y renunciaran expresamente a la oportunidad para presentar la 

sustentación del recurso y descorrer el traslado de este. Y ahí 

nuevamente surge otro problema: Si la parte solo presentó los 

reparos concretos, sin mayores argumentos, ¿cómo define el 

Tribunal sin sustentación? 

 

7. Otra razón para sustentar que no se puede dictar sentencia anticipada 

sin alegatos de conclusión, es el numeral siete del artículo 133 del 

Código General del Proceso, porque si es nula la sentencia que 

profiere un fallador de segunda instancia cuando la sustentación del 

recurso de apelación la escuchó otro Magistrado, con más razón se 

configura nulidad si ninguno de los miembros de la Sala de 

Decisión, escuchó la sustentación. 
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8. Si ya el recurso de apelación fue admitido e incluso se había fijado 

audiencia para la sustentación y fallo, no se entiende con cuál 

fundamento normativo se va a proferir un nuevo auto concediendo 

traslados para sustentar y descorrer el traslado del recurso, si éste 

desapareció con la introducción del Código General del Proceso y 

desconoce la regulación del Decreto 806 de 2020, que tiene como 

punto de partida el auto admisorio del recurso, el cual para la fecha 

ya se encontraba ejecutoriado y en firme, más aún cuando existe una 

providencia cuyo cumplimiento fue suspendido, pues señaló fecha 

de audiencia sustentación y fallo, misma que se encuentra pendiente 

de evacuación. 

 

9. Los argumentos de conveniencia presentados por los demás 

integrantes de la Sala, pierden fuerza ante el análisis de la totalidad 

del Decreto 806 de 2020, que mantuvo la oralidad para la primera 

instancia, cuyo trámite es más complicado e impuso como regla 

general la utilización de cualquier medio tecnológico para la 

evacuación de las diferentes instancias del proceso, agregando como 

principio la informalidad, para permitir el impulso de éstos, en lo 

posible de manera virtual, para así no poner en peligro a todos los 

que intervienen en él. En suma, si con la sentencia escrita se protege 

la salud y la vida de los actores procesales, con la audiencia virtual 

también se logra este cometido, sin que la falta de capacitación 

tecnológica sirva de excusa, porque esa es la realidad en un mundo 

global y todos nos debemos adecuar a ella, sobre todo cuando 

existen normas legales que la imponen. 
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En nuestro sentir, se debía sustentar el recurso de apelación desarrollando 

los reparos concretos formulados ante el juez de primera instancia, dentro 

de la audiencia que para el efecto debió señalar el Magistrado Ponente, 

para que luego la parte contraria descorriera el traslado y previa discusión 

de la Sala, se profiriera sentencia. 

 

Como la mayoría de la Sala de Decisión, acogió el trámite escrito, 

procedimos a efectuar aclaración de voto, dado que, habiéndose 

garantizado el derecho de defensa de las partes, con los traslados para 

sustentar el recurso de apelación, se había saneado cualquier irregularidad. 

 

En principio, el trámite irregular dado a la segunda instancia comportaría 

un trámite inadecuado, pero como el mismo desapareció como causal de 

nulidad insubsanable en el Código General del Proceso, constituiría una 

simple irregularidad, saneada por el silencio de las partes. 

 

En cuanto a lo que sí configuraría una nulidad, como sería el pretermitir la 

oportunidad para alegar o sustentar el recurso de apelación, era 

contrarrestada con los traslados que se dieron a las partes para presentar 

sus argumentos por escrito. 

 

Nuestra posición podía mantenerse para noviembre 30 de 2020, por cuanto 

el Despacho que regentábamos apenas se encontraba evacuando en estricto 

orden de ingreso para fallo, procesos escriturales, o sea, que los recursos 

de apelación fueron interpuestos y concedidos en primera instancia, en 

vigencia del Código de Procedimiento Civil. 
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Los procesos escriturales que quedaron luego de las medidas de 

descongestión adoptadas en 2019, fueron fallados antes de noviembre 30 

de 2020, quedando solamente dos (2) procesos escriturales, uno en el que 

fue declarado impedimento por el DR. LUÍS ENRIQUE GIL MARÍN y 

otro, que estaba pendiente de una prueba. 

 

Significa lo anterior, que solo hasta el año 2021, empezaríamos a dar 

trámite a los procesos orales sometidos al Código General del Proceso, que 

ingresaron desde el año 2016. 

 

Sin embargo, a raíz de la suspensión en el cargo desde el uno (1) de 

diciembre de 2020, en virtud de una sanción de la SALA 

DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA -

dejada sin efecto por el CONSEJO DE ESTADO, en sentencia de 

noviembre 25 de 2021, con ponencia de la DRA. NUBIA MARGOTH 

PEÑA GARZÓN, expediente 110010315000202102434-01-, bajo 

inventario se hizo entrega del Despacho 12 del Tribunal Superior de 

Medellín, al DR. CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA, reportándose 

un total de 169 procesos, para APELACIÓN DE SENTENCIAS. De ellos, 

dos (2) eran totalmente escriturales (C.P.C.), 149 sometidos al sistema oral 

del Código General del Proceso y 18 con trámite digital, en vigencia del 

Decreto 806 de 220. 

 

Para el uno (1) de diciembre de 2021, cuando nos reintegramos al cargo, 

recibimos el siguiente inventario de procesos para APELACIÓN DE 

SENTENCIA: un (1) proceso escritural y 167 sometidos a oralidad. 

Posteriormente aumentaron el inventario, el proceso escritural en el que el 
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DR. ENRIQUE GIL se había declarado impedido, que nos fue remitido 

porque desapareció la causal y tres (3) procesos en los que por vía de tutela 

se dejó sin efecto la declaratoria de deserción del recurso por falta de 

sustentación, ordenada por el DR. CARLOS ARTURO GUERRA 

HIGUITA. O sea, que iniciamos el 2022, con 172 procesos para resolver 

la APELACIÓN DE SENTENCIA, número similar al que dejamos en 

2020. 

 

Debido a la recomposición de las Salas de Decisión de la Sala Civil del 

Tribunal Superior de Medellín, efectuada el 11 de enero de 2021, el 

Despacho 12 de Magistrado, empezó a conformar la SALA TERCERA 

DE DECISIÓN CIVIL, junto con los Magistrados MARTHA CECILIA 

OSPINA PATIÑO y JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO, quienes 

dando aplicación al Decreto 806 de 2020, tramitan la apelación de la 

segunda instancia de manera escritural. 

 

Por tanto, considerando el alto grado de congestión y de atraso que 

presenta nuestro Despacho, la situación especial de la pandemia por 

COVID 19, la regulación especial que para la segunda instancia en los 

procesos civiles tipificó el Decreto 806 de 2020, el que la sentencia escrita 

permite un mayor grado de evacuación de procesos y que el derecho de 

defensa y contradicción de las partes se encuentra resguardado con los 

traslados para sustentar el recurso de apelación ante el Tribunal, se 

modifica nuestra posición, para continuar tramitando la segunda instancia 

bajo la regulación del Decreto 806 de 2020, procediendo a dar traslados 

para alegar, dado que ya fue admitido el recurso de apelación. 
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3.2.    DE LA SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. 

 

 

Conforme lo indicáramos en el acápite de las consideraciones, respecto a 

la sustentación del recurso de apelación, por vía de tutela, existe una 

posición mayoritaria en la SALA CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA y otra unánime en la SALA DE CASACIÓN LABORAL de la 

misma Corporación. 

 

En ejercicio de la autonomía judicial y atendiendo a que el Decreto 806 de 

2020, regula de manera excepcional la segunda instancia, dada la situación 

de la pandemia, suspendiendo prácticamente la oralidad ante el Tribunal, 

reiteramos, mientras duren las condiciones que llevaron a su expedición, 

consideramos que si al momento de interponerse el recurso dentro de la 

audiencia donde se profirió la sentencia, se formulan los reparos concretos 

y se exponen los argumentos que sustentan la apelación, no es obligatorio 

para el impugnante concurrir nuevamente ante el Tribunal a volver a 

exponer los fundamentos de su ataque. De igual forma, si con 

posterioridad a la audiencia de sentencia, y dentro de la oportunidad legal, 

por escrito se presentan no solo los reparos concretos, sino que también se 

hace de forma clara y concreta la sustentación del recurso, tampoco podrá 

exigirse que comparezca a hacerlo en segunda instancia. 

 

Ahora, si se decide aplicar el Decreto 806 de 2020, a los procesos 

ingresados con anterioridad al cuatro de junio de 2020, consideramos que 

se debe garantizar el derecho de defensa de todas las partes, por lo que, 
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debe surtirse el traslado a que alude la norma, tanto para quien impugna, 

como para la contraparte. La primera, para que, si a bien lo tiene, desarrolle 

con más profundidad los puntos concretos de apelación que ya presentó 

ante el a quo y la segunda, para que se pronuncie no solo, respecto a lo que 

dijo el impugnante en primera instancia, sino que también controvierta lo 

que agregó ante el Tribunal. Así se logra el equilibrio entre las partes, y se 

fortalece el debido proceso. 

 

Aunado a ello, debe propenderse porque prevalezca el derecho de acceso 

a la administración de justicia de que es titular el censor vertical, a quien 

debe garantizársele el principio de doble instancia entendido como 

mecanismo adecuado para materializar el control jurisdiccional1.  

 

Descendiendo al estudio del caso que nos concita, encontramos que la 

vocera judicial que asiste los intereses de la demandante, arrimó al 

proceso, dentro de los tres (3) días siguientes a la audiencia de fallo, escrito 

contentivo no sólo de los reparos que tenía en contra de la sentencia 

proferida en primera instancia, sino además la sustentación de los mismos, 

como se evidencia en archivo 21. Escrito reparos fallo – demandante del 

expediente remitido por el juzgado. 

 

Luego, en auto del 24 de agosto de 2021, al admitirse el recurso de 

apelación de la sentencia, se dispuso impartir el trámite contemplado en el 

artículo 14 del decreto 806 de 2020, por lo que ejecutoriada dicha 

providencia, el apelante contaba con los cinco (5) días siguientes, para 

 
1 Constitución Política de 1991. Art. 31. 
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ampliar los argumentos expuestos ante el a quo, sin que éstos fueran 

aprovechados, con lo cual quedó agotada su oportunidad, por lo que se 

hace necesario garantizar el derecho de su contraparte, otorgándole el 

término para que se pronuncie respecto a éstos. 

 

En consecuencia, se repondrá el proveído que declaró desierto el recurso 

de apelación contra la sentencia proferida por el JUZGADO DÉCIMO 

CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, en audiencia celebrada el cinco 

de noviembre de 2020, para en su lugar continuar con el trámite de la 

segunda instancia. 

 

Sin embargo, atendiendo a que dicha posición se adopta luego de admitida 

la alzada, en aras de garantizar el debido proceso del no impugnante, como 

éste no tuvo la oportunidad de pronunciarse frente a la sustentación hecha 

en primera instancia, se dará traslado a la parte demandada por el término 

de CINCO (5) DÍAS contabilizados a partir de la notificación de la 

presente providencia, para que se pronuncie respecto a ésta.   

 

Cumplido lo anterior, se ingresará el expediente nuevamente al Despacho, 

conservando el turno que le correspondía para el 14 de septiembre de 2021, 

para que una vez se evacúen los procesos que le anteceden, se emita la 

sentencia de segunda instancia. 

 

Consecuente con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala Unitaria de Decisión Civil,  
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R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: REPONER el auto fechado el uno de octubre de 2021, que 

declaró desierto del recurso de apelación contra la sentencia proferida por 

el JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, en 

audiencia celebrada el día cinco de noviembre de 2020, al interior del 

proceso VERBAL (Resolución de Contrato) promovido por la señora 

DANIELA MEDINA LONDOÑO, en contra la sociedad RENTING 

COLOMBIA S.A.S. 

 

SEGUNDO: CORRER traslado a la parte demandada, de la sustentación 

del recurso de apelación presentada por la parte demandante ante el a quo, 

por el término de CINCO (5) DÍAS, contados a partir de la notificación 

de la presente providencia. 

   

TERCERO: Cumplido lo anterior, INGRÉSESE el expediente 

nuevamente al Despacho, conservando el turno que le correspondía el 24 

de agosto de 2021, cuando se admitió el recurso de apelación, para que una 

vez se evacúen los procesos que le anteceden, se emita la sentencia de 

segunda instancia 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

La Magistrada, 
 

   
   

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 

 

C.U.D.R. 05001 31 03 010 2019 00462 -01 


